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PROTECCIÓN OFICIAL A LA VIVIENDA 

Introducción 

A Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, en su 
artículo 66.2, impone to-

' mar como referencia el va­
lor de mercado para Ja determina­
ción de la valoración catastral de 
Jos bienes inmuebles. añadiendo que 
el valor catastral en ningún caso 
podrá exceder del valor de mercado. 

El sistema 
de cálculo de 

precio máximo 
de venta es 

diferente según 
el régimen 

jurfdico a que 
estén acogidas 

las viviendas 
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Esta exigencia motivó Ja necesi­
dad de considerar que, para edifi­
cios y viviendas con precio máximo 
de venta fijado administrativamen­
te. como las Viviendas de Protec­
ción Oficial, el valor de mercado de 
las mismas coincide con el precio de 
venta máximo autorindo, por lo 
que el valor catastral tampoco po­
drá exceder de aquel precio má­
ximo. 

Por ello. en la Orden de 28 de 
diciembre de 1989, por la que se 
aprueban las normas técnicas de 
valoración y el Cuadro-Marco de 
valores del suelo y de las construc­
ciones para determinar el valor ca­
tastral de los bienes inmuebles de 
naturaleza urbana, se incluyó un 
coeficiente que hace coincidir el va­
lor ca1astral de los inmuebles que 
nos ocu pan con el precio máximo 



de venta fijado administrativamenie 
a los mismos. 

Así. la norma 14 de la indicada 
Orden Ministerial establece el coefi­
ciente corrector O igual a 

Precio 11uí 'rimo de 1•e111a 

Vs + Ve 

con lo cual se consigue la coinciden­
cia anterionnente señalada . 

Para la aplicación de este coefi­
ciente es necesario aportar certifica­
ción expedida por el órgano compe­
tente (en Viviendas de Protección 
Oficial. por los órganos competen­
tes en materia de vivienda de las 
respectivas Comunidades Autóno­
mal>) acredicativo del precio máxi­
mo de venta autorizado. así como 
de la fecha de terminación del régi­
men de protección a que estuviere 
acogido el inmueble. 

La existencia de un elevado ni:1-
mero de regímenes jurídicos regula­
dores de la protección oficial a la 
vivienda hace sumamente compleja 
la aplicación del indicado coeficien­
te O. motivo por el cual se expone 
en este artículo. sin ningún ánimo 
de agotar el tema, algunos aspectos 
básicos de la normativa reguladora 
de las Viviendas de Protección Ofi­
cial con el objetivo de que su cono­
cimiento facilite en lo posible la 
gestión de estas actuaciones. 

Cuadro normativo básico 

La normativa básica vigente 
parte del Texto Refundido de la le­
gislación de Viviendas de Protec­
ción Oficial, aprobado por Real 
Decreto 2960/ 1976, de 12 de no­
viembre (esta disposición tiene ran­
go normativo de ley ordinaria, al 
tratarse de un texto refundido) y el 
Real Decreto Ley 31/ 1978, de 31 de 
octubre, sobre política de Viviendas 
de Protección Oficial, que modificó 
parcialmente el Texto Refundido 
antes citado. 

A partir de estas disposiciones 
con rango de ley, se han ido pro­
mulgando diversos Reales Decretos 
en desarrollo de las mismas. 

En Ja actualidad, y a nivel re­
glamentario, son aplicables como 

normativa básica el Reglamento de 
viviendas de Protección Oficial de 
24 de julio de 1968. aunque no en 
su totalidad, sino sólo aquellos pre­
ceptos no derogados por disposi­
ciones posteriores; el Real DecreLo 
3148/ 1978. de 1 O de noviembre y el 
Real Decreto 224/1989. de 3 de 
marzo. sobre medidas de financia­
ción de actuaciones protegibles en 
materia de vivienda, de aplicación 
para todas las actuaciones posterio­
res a 1989. 

No obstante. debe tenerse en 
cuenta que han existido planes de 
viviendas para períodos de tiempo 
concretos, para los cuales se pro­
mulgaron disposiciones especificas 
de financiación, y s1 bien todas ellas 
respetaron la normativa básica con 
rango de ley antes citada. modifi­
caron parcialmente aspectos conte­
nidos en las normas de carácter re­
glamentario a que anteriormente se 
ha hecho referencia. 

Así, deben citarse el Plan Trie­
nal 1981-1983. para el que se pro­
mulgó el Real Decreto 2455/ l 980, 
de 7 de noviembre, sobre financia­
ción y seguimiento del Programa 
1981-1983 de construcción de Vi­
viendas de Protección Oficial y el 
Plan Cuatrienal 1983-1987. para el 
que se promulgó el Real Decreto 
3280/1983, de 14 de diciembre, re­
gulando la financiación de las ac­
tuaciones protegibles dentro de este 
Plan. 

Ambos Planes temporales de vi­
viendas dieron lugar a un conjunto 
de normas. además de las citadas. 
imposible ni tan siquiera de citar en 
este trabajo. 

En todo caso, debe tenerse en 
cuen ta que todas estas disposiciones 
específicas para cada Plan están de­
rogadas formalmente para actua­
ciones futuras, pero siguen vigentes 
con respecto a las actuaciones de 
promoción de viviendas de Protec­
ción Oficial iniciadas al amparo de 
las mismas. 

Concepto de Vivienda 
de Protección Oficial 

Según la legislación actualmente 
aplicable, la Vivienda de Protección 

Temas 

Las Viviendas de Protección Oficial deben 
destinarse a domicilio actual y permanen­
te y no pueden ser arrendadas ni vendi­
das a precios supenores a los fijados por 
la Administración. ("La arquitectura de 
los allos cincuenta en Barcelona" . D.G 
para la Vivienda y Arquitectura. MOPU.) 



Oficial se define como aquélla que, 
desti nada a domicilio habitual y 
permanente, tenga una superficie 
útil máxima de 90 m2 , cumpla con 
la normativa técnica establecida y 

asi esté calificada por los órga nos 
competen tes (genera 1 mcn te, los ór­
ganoi. con competencia en materia 
de vivienda de las Comunidades 
Au tónomas). 

A este respecto. interesa citar 
aquí que la normativa técnica apli­
cable a las Viviendas de Protección 
Olicia l está contenida en las Orde­
nes de 20 de mayo de 1969, de 24 
de noviembre de 1976 y de 17 de 
mayo de 1977. 

Por superficie útil se entiende la 
del sucio de la vivienda. cerrada por 
el perímetro definido por la cara 
interio r de sus cerramientos con el 
exterior o con otras viviendas o lo­
cales de cua lquier uso. Asimismo. 
incluirá la mitad de la superficie de 
sucio de los espacios exteriores de 
uso privativo de la vivienda ta les 
como terraza. miradores. tendede­
ros u otros hasta un máximo del 10 
por 100 de la superficie útil cerrada. 

Del cómputo de superficie útil 
queda excluida la superficie ocupa­
da en la planta por los cerramientos 
interiores de la vivienda. lijos o 
móvi les, por los elementos estruc­
turales verticales y por las ca nali ­
zaciones o conductos con sección 
horizo ntal superior a 100 cen tíme­
tros cuadrados, así como la super­
ficie de suelo en la que la altura li­
bre sea inferior a 1.50 metros cua­
drados. 

Cuando se trate de viviendas 
iguales y dispuestas en columna ver­
tical, dentro de un mismo ed ilicio, 
para el cómputo de las superficies 
ocupadas en planta por los elemen­
tos estructurales verticales y por las 
ca nalizacio nes o conductos con sec­
ción horizonLa l superior a 100 cen­
tímetros cuadrados, se tomará la 
media aritmética de los valores co­
rrespondientes a las viviendas si­
tuadas en las plan tas inferior y su­
perior de la columna , siempre que 
la divergencia entre aquellos val ores 
no sea superior a l 100 por 1 OO. 

Pero lo que es más importante 
tener en cuenta a los efectos de con-

ceptuar una Vivienda de Protección 
Olicial es que la legislación regula­
dora de las mismas extiende dicha 
protección no sólo a las viviendas 
en sentido estricto. si no también a 
las siguientes ediricaciones: 

• Locales de negocio sitos en los 
inmuebles destinados a viviendas, 
siempre que su 5upcrficie útil no ex­
ceda del 30 por 100 de la ütil total. 

• Ta lleres de artesanos y anejos 
de las viviendas de labradores. ga­
naderos y pescadores. si reúnen de­
terminadas condiciones. 

• Edificaciones, instalaciones y 
servicios complementarios para fi­
nes religiosos. cultura les, comercia­
les, san itarios, asistencia les, depor­
tivos. recreativos y otros análogos. 

• Terrenos y obra~ de urbaniza­
ción necesarias para la construcción 
de Viviendas de Protección Olicial. 
Estas edificaciones. no obstante, no 
tienen precios de venta o rent a má­
ximos autorizados. 

Po r otra pa ne, se establece la 
posibilidad de que una serie de ane­
jos inseparables de las viviendas. 
como garajes. trasteros. etc.. sólo 
puedan transmitirse o arrendarse 
conju ntamente con la vivienda, in­
cluyéndose en los precios de venta o 
renta máximos autori.wdos, como 
más adelante se indica ni. 

Finalmenle debe tenerse en 
cuenta que por Vivienda de Protec­
ción Oficial la legislación especilica 
reguladora de las mismas considera 
como tales a todas las promovidas 
al amparo de los distintos regímenes 
de protección que se han ido esta­
bleciendo, mientras mantengan taJ 
ca lilicación por no haber tra nscu­
rrido el tiempo durnnte el cual están 
sujetas a las 1 i mi Lacio nes dcri vadas 
de dichos regímenes jurídicos y no 
hayan sido objeto de descalifica­
ción. 

Entre estos regímenes, podemos 
citar las viviendas de ren ta limita­
da, viviendas subvencionadas. vi­
viendas socia les y Viviendas de Pro­
tección Oficial, de nueva construc­
ción o rehabilitadas en edificios 
completos previamente adq uiridos 
para esta finalidad. 

Todas ellas merecen el califica-
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Temas 

tivo de Viviendas de Protección 
Oficial. en cuanto han disfrutado 
de un conj unto de beneficios fisca­
les y financieros cualificados y están 
sujetas a limitaciones especificas, 
como un precio máximo de venta o 
renta autorizado o su destino como 
domici lio habitual y permanente. 

Módulos 

El módulo en Viviendas de Pro­
tección Oricial se define como el 
coste de ejecución material por me­
tro cuud rado que lijará periódica­
mente y al menos una vez al año. el 
Ministerio de Obras Públicas y Ur­
banismo. 

Todos los años el Ministerio de 
obras Püblicas y Urbanismo, por 
Orden Ministerial, establece el mó­
dulo aplicable en el año de que se 
trate, mediante la revisión del mó­
dulo fijad o para el año anterior. 
Pa ra la revisión anual del módulo 
se aplica la sigui ente fórmula: 

lit Mt 
Kt = 0.35 + 0,40 - + 0.25 

flo Mo 

Los símbolos empleados en esta 
fórmu la tiene la significación si­
guiente: 

Kt =Coeficiente de revisión pura 
obtener el nuevo módulo (M) apli­
cable, vigente en el periodo l. 

H1 = Media aritmética de los úl­
timos índices de coste de mano de 
obra. correspondientes a las provin­
cias pertenecientes a áreas geogní­
ficas homogéneas. publicados en el 
Bolerin Oficial del Estado antes de 
la fecha de comienzo del período 1. 

llo = Med ia aritmética de los 
indice de coste de mano de obra, 
publicados en el Boletín Oficial del 
Estado, correspondientes a las pro­
vincias pertenecientes a áreas geo­
gráficas homogéneas y anteriores a 
los q ue se utilizan para calcular Hr 
de forma tal que, entre ambos, se 
extienda un período de tiempo igual 
al que ha estado vigente el módulo 
(M) que se revisa. 

Mr = Media aritmética de los úl­
timos indices de energía, cemento, 
productos siderürgicos, cerámica y 



madera, publicados en el Boletín 
Oficial del Estado, antes de comen­
zar el período t. 

Mo = Media aritmética de los 
índices de energía, cememo. pro­
ductos siderúrgicos, cerámica y ma­
dera. publicados en el Boletín Ofi­
cial del Estado y anteriores a los 
que se utilizan para calcular Mr de 
fom1a tal que, entre ambos. se ex­
tienda un período de tiempo igual 
al que ha estado vigente el módulo 
(M) que se revisa. 

Este módulo es distinto según 
las diferentes áreas geográlicas ho­
mogéneas en que se divide el terri­
torio nacional, hasta un total de 
siete áreas geográficas determinadas 
en la Orden Ministerial de 13 de 
diciembre de 1984 en atención a cri­
terios de homogeneidad tales como 
coste de mano de obra y de mate­
riales; precio del suelo cdificable; 
influencia de una gran población: 
insularidad; etc. 

A este respecto. conviene tener 
en cuenta que las Comunidades A u­
tónomas tienen competencia para 
modificar la inserción en las distin­
tas <Íreas geográlicas homogéneas 
de aquellos municipios cuyas carac­
terísticas así lo aconsejen. 

Las áreas geográlicas homogé­
neas son las siguientes: 

• Area geográfica 01: Munici­
pios de Barcelona y Madrid. 

• A rea geográfica 02: Restantes 
municipios de las provincias de 
Barcelona y Madrid de más de 
20.000 habitantes. excepto las capi­
tales respectivas. 

• Arca geográfica 03: restantes 
municipios de las provincias de 
Barcelona y Madrid. 

• A rea geográfica A 1: M unici­
pios de más de 20.000 habitantes de 
las provincias de Alava, Alicante. 
Almería. Asturias. Cádiz, Canta­
bria, Ceuta, Córdoba, La Coruña, 
Gerona. Granada, Guipúzcoa, 
Huelva. Jaén. León, Lérida, Mála­
ga, Melilla, Navarra, Orense, Pon­
tevedra. Sevilla. Tarragona. Valen­
cia, Valladolid, Vizcaya, Zaragoza 
y todos los municipios de las pro­
vincias de Baleares, Las Palmas y 
Santa Cruz de Tenerife. 

• Area geográfica A2: Restantes 
municipios de las provincias ante­
riores. 

• Arca geográfica BI : Munici­
pios de más de 20.000 habitantes de 
las provincias de Albacete, Avila, 
Badajoz, Burgos, C.'tceres, Caste­
llón, Ciudad Real, Cuenca. Guada­
lajara, Teruel, Toledo. Huesca. 
Lugo. Murcia, Pa lencia, La Rioja, 
Salamanca. Segovia, Soria y Zamo­
ra. 

• Arca geográfica 82: Restantes 
municipios de las provincias ante­
riores. 

Para el año 1990, la Orden 
Ministerial de 17 de febrero de 1990 
estableció los siguientes módulos 
por metro cuadrado de superficie 
Úlil: 

Arca geogrllflca Pesetas 

01 69.80 1 
02 65.433 
03 60.299 
Al 63.287 
A2 57.874 
BI 58.724 
82 53.754 

Los módulos juegan un papel 
básico y esencial en todos los siste­
mas de protección a la vivienda ya 
que se configura como el factor de­
termi nante del coste de edificación 
y. por tanto, de los precios de venta 
y renta de las viviendas y de la fi­
nanciación. Lo mismo cabe afirmar, 
consecuentemente de la determina­
ción de las áreas geográficas homo­
géneas. 

Existe también otro concepto de 
módulo aplicable en determinadas 
circunstancias. Es el denominado 
módulo ponderado, y no es más que 
el módulo que se estima para el 
momento de terminación de la cons­
trucción de las viviendas, con lo 
cual pueden señalarse desde el ini­
cio de las obras los precios de venrn 
y renta de las futuras viviendas, que 
podrá así determinarse en los con­
tratos que puedan celebrarse duran­
te su construcción. 

La ponderación de los módulos 
se fijó para 1990 en un incremento 
de los módulos antes seilalados en 

un 6.75 por 100 y sólo es aplicable 
a viviendas de nueva construcción. 

Promoción de Viviendas 
de Protección Oficial: clases 

Son varios los sistemas de pro­
moción de Viviendas de Protección 
Oficial, si bien la promoción públi­
ca y la privada aba rcan a todas las 
demás. 

La promoción pública es la lle­
vada a cabo por promotores que 
tengan la consideración de públicos 
entendiendo por tales los entes pú­
blicos territoriales y aquellas perso­
nas jurídicas de derecho público o 
privado pertenecientes al sector 
público. 

También pueden tener la consi­
deración de promotores públicos las 
sociedades coopera tivas que cada 
Comunidad Autónoma califique 
con tal carácter, si bien dicha califi­
cación se circunscribe a actuaciones 
concretas de promoción de Vivien­
das de Protección Oficial. 

Promotores privados pueden ser 
todas las personas físicas o jurídicas 
privadas con o sin ánimo de lucro, 
no incluidas en el supuesto ante­
riormente citado. 

Ahora bien. tanto los promoto­
res públicos como privados pueden 
realizar un conjunto de actuaciones 
que son objeto de protección ofi­
cial. Estas actuaciones protcgibles 
son: 

• La promoción, construcció n, 
adquisición, uso, conservación y 
aprovechamiento de las Viviendas 
de Protección Olicial. 

• La rehabilitación de viviendas 
existentes y del equipamiento co­
munitario primario. 

• La adquisición y urbanización 
de suelo destinado a Viviendas de 
Protección Oficial. 

• La adquisición de edificios y 
viviendas para su rehabilitación con 
destino a Viviendas de Protección 
O licia l. 

• La adquisición de viviendas en 
segundas o posteriores transmisio­
nes, con destino a residencia habi­
tual y permanente del adquirente. 

No obstante ser objeto de pro-



tecc1on, en cuanto pueden obtener 
financiación cualificada con tipos 
de interés subsidiados, no todas las 
actuaciones antes citadas ~e ca lifi­
can como Viviend as de Pro tección 
Oficial, en cuanto han de mantener 
para el futu ro un precio máximo de 
venta. ya que éste precio deviene li­
bre para sucesivas transmisiones. 

En efecto, únicamen te las vi­
viendas de nueva construcción y las 
resultantes de la rehabilitación de 
edificios previamente adquiridos 
para esta finalidad, se ca lifican co­
mo Viviendas de Protecció n Ofici a l 
manteniendo durante el tiempo que 
dure el régimen de protección un 
precio máximo de venta fijado ad­
ministrativamente para segundas y 
posteriores transmisiones. 

En consecuencia, no tiene precio 
tasado admmistrativamente ni las 
viviendas rehabilitadas abladamen­
te. ni las adquiridas ya usadas para 
residencia habitual y permanen te. 
por lo que no podnin ser aplicables 
a ninguna de esta dos actuaciones el 
coeficiente O de la Orden Ministe­
rial de 28 de diciembre de 1989. 

Uso y destino de las Viviendas 
de Protección Oficial 

El uso de las viviendas de pro­
tección o llc.:ial exclusivamente puede 
ser el de domicilio habitual y per­
manente. 

No está permitido dedicar la vi­
vienda a usos distintos del indicado, 
como olici nas. almacenes. etc., ni u 
segunda residencia. 

A tal efecto, se entiende por 
domicilio habitual y permanente el 
que constituya la residencia del ri­
tular, bien sea propietario o arren­
da tari o y sin que pierda tal carácter 
de residencia permanente por el 
hecho de que el mismo titular, su 
cónyuge o los parientes de uno u 
otro, hasta el tercer grado, que con 
ellos convivan ejerzan en la vivien­
da una profesión o pequeña indus­
tria doméstica. 

Para que exista ha bitualidad en 
la ocupación de la vi vienda es ne­
cesari o que no permane1ca desocu­
pada más de tres meses seguidos al 

año, salvo que medie justa causa. 
Siendo el uso exclusivo de las 

Viviendas de Protección Olícial el 
de domicilio habitual y perma nente, 
única men te pueden ser usuarios de 
las mismas las personas físicas, 
nunca las personas jurídicas. 

Cualquier persona física puede, 
en consecuencia, ser usuario, como 
propietario o a rrendatario, de una 
Vi vienda de Protección Oficial, con 
independencia de cuáles sean sus 
ingresos económicos. No obstante, 
para acceder a las viviendas que 
sea n de pro moció n pública y para 
obtener ayudas públicas directas 
para la adquisición de Viviendas de 
Protección Oficial, para disfrutar de 
préstamos con in tereses subsid iados 
o para percibir subvencio nes a fon­
do perdido como ayudas a su ad­
quisición, e~ necesario no tener. al 
menos. ingresos medios anuales su­
periores a 2,5, veces el sa lario mí­
nimo interprofesional. 

El régimen de uso de las vivien­
das de protección oficial puede ser 
el de arrendamiento o propiedad. 
La legislación actual no permite 
o tros regímenes jurídico~ distintos a 
los indicados. como el acceso dife­
rido a la propiedad. la multipropie­
dad, el leasing inmobiliario, el 
arrendamiento de viviendas amue­
bladas, ni o tras figuras jurídicas 
a ná logas. 

El acceso a la propiedad puede 
realizarse por compraventa o me­
diante la autopromoción de las 
mismas, como es el caso de coope­
rativas, comunidades de propieta­
rios o cualquier otra asociación con 
personalidad jurídica. 

Mención especial merece el ré­
gimen jurídico de acceso diferido a 
la propiedad. Este sistema pudo ser 
utilizado para aq uellas Viviendas de 
Protección Oficial promovidas antes 
del Rea l Decreto-Ley 31 / 1978, de 
31 de octubre, pero no para las vi­
viendas construidas con posteriori­
dad a dicha disposición . 

No obstante, en la actualidad 
existe un importante número de vi­
viendas sujetas a este régimen j urí­
dico de acceso a su propiedad. Me­
cli ante este con tra to, se transfería al 
cesionario. es decir al usuario de la 

Temas 

A lo largo del tiempo han existido múl­
//ples reglmenes de protección a la vi­
vienda: Viviendas de Renta Limitada, 
subvencionadas. sociales, Viviendas de 
Protección Oficial, etc. 



vivienda, únicamente su posesion, 
conservando el cedente o promotor 
la propiedad de la misma hasta tan­
to aquel le hubiese satisfecho la to­
talidad de su precio. 

DuranLe el período de vigencia 
del contrato, es decir, mientras no 
se haya satisfecho la totalidad del 
precio de la vivienda, el ocupante 
tiene la consideración de a rrenda­
tario, mouvo por el cual no es su­
jeto pasivo de las contribuciones, 
impuestos. arbitrio o tasas estatales 
o locales que graven la vivienda, 
siendo el propietario cedente el 
obligado a satisfacer dichos tribu­
tos. con independencia de su posi­
ble repercusión o no en aquél. En 
definitiva, se trata de un contrato 
de arrendamiento, con opción de 
compra, circunstancia que debe te­
nerse presente a efectos del Impues­
to sobre Bienes Inmuebles. 

Precios de venta de las Viviendas 
de Protección O ficial 

Es en esta cuestión donde la le­
gislación reguladora de las vivien­
das de protección oficial resulta de 
mayor complejidad , ya que según el 
régimen jurídico a que estén aco­
gidas las viviendas. el sistema de 
calcular el precio máximo de venta 
es diferente. 

Ante todo, conviene tener pre­
sente: 

• Que es en función del módulo 
aplicable según el área económica 
en que esté ubicada la vivienda y de 
los metros cuadrados de superlicie 
útil como se determinan los precios 
de venta. 

• Que los sistemas de determi­
nación del precio máximo de venta 
son di stintos para viviendas de nue­
va construcción y para segundas y 
posteriores transmisiones. 

Por ello. deben tratarse por se­
parado ambos supuestos. 

Con canícter genera l, y para Vi ­
viendas de Protección Oficial de 
nueva construcción o rehabilitadas. 
el precio se determina por metro 
cuadrado de supcrlicie útil, resul­
tando ser el módulo ponderado 

aplicable por el coeficiente 1,2, 111-

crementado en un 1 O por 1 OO. Este 
precio se multiplica por el número 
de metros cuadrados útiles de la 
vivienda. 

Así el precio de venta sería 
igual a: 

M ód ulo ponderado x 1.2 x 
x m1 útiles+ 1o<vo 

No obstante, si las viviendas 
obtuvieron para su promoción y 
compra préstamos cualilicados (por 
su cuan1ía, plazos de amortización. 
tipos de interés, subsidiación de los 
mismos a los compradores. etc.), el 
precio de venta no puede ser incre­
mentado con el 1 O por 100 antes ci­
tado. 

Hay supuestos en los que el pre­
cio de venta es menor. y son aque­
llas viviendas promovidas por pro­
motores públicos, y para familias 
cuyos ingresos familiares pondera-

Las normas 
técnicas de 
valoración 

incluyen un 
coeficiente 

que hace 
incidir 

el valor 
catastral de 

/ss Viviendas 
de 

Protección 
Oficial 

con su precio 
máximo de 

venta. a 
instancia de 

los 
Interesados 
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dos no excedan de 2,5 veces el sa­
lario mínimo mterprofcsional. en 
cuyo caso el precio máximo será 
igual al módulo ponderado por los 
metros cuadrado'> de superficie útil: 
o no sobrepasen 2 veces dicho sala­
rio. siendo el precio en este caso del 
85 por 100 del módulo ponderado 
por los metros cuudrados útiles. 

Todos estos precios se incre­
mentan si la vivienda dispone de 
garaje y/o trastero como anejos in­
separables de la misma. Estos in­
crementos varían según el carácter 
de sus promotores y la capacidad 
económica de los adquirentes. En 
las Viviendas de Protección Olic1al 
más comunes, es decir. aquéllas que 
han dispuesto de linanciación cua­
lificada y cuyos adquirentes tienen 
unos ingresos anuales ponderados 
no superiores a 2,5 veces el salario 
mínimo interprofesional. el incre­
mento sobre el precio de venta es 
del 3 por 100 para trastero y el 12 



por 100 para garaje. 
Para segundas } posteriores 

transmisiones de Viviendas de Pro­
tección Oficial. la determinación del 
precio m<iximo de venta es diferente 
según se trate de viviendas promo­
vidas con anterioridad al Real De­
creto-Ley 31 / 1978, de 31 de octubre 
o con posterioridad al mismo. 

Para las viviendas promovidas 
con posterioridad a la indicada dis­
posición. los precios varían según la 
antigüedad de las viviendas en los 
siguientes porcentajes: 

• Viviendus con antigüedud ma­
yor de 1 uño y hasta 5 años, el 90 
por 100 del módulo por el coeficien­
te 1.2 y por los metros cuadrados de 
superficie util. 

• Viviendas con antigüedad ma­
yor de 5 años y hasta 15 años. el 80 
por 100 del módulo por el coeficien­
te 1.2 y por los metros cuadrados de 
superficie útil. 

• Viviendas con anligüedad ma-

yor de 15 años y hasta 30 años. el 
70 por 100 del módulo por el coefi­
ciente I .'.? y por los metros cuadra­
dos útiles de la vivienda. 

Como puede observarse. para la 
determinación de los precios de ven­
ta de las Viviendas de Protección 
Olicial en segundas y posteriores 
transmisiones debe utili7.arsc el mó­
dulo aplicable segi'.in el área geográ­
fica donde esté situada la vivienda. 
pero no el módulo ponderado que 
se empica pa ru fijar lo), precios de 
venta en primcru tninsmisión. 

En relación con Viviendas de 
Protección Oficial de regímenes 
anteriores al Real Decreto-Ley 
31 / 1978 de 31 de octubre, los pro­
cedimientos para líjación de los pre­
cios máximos de venta son muy di­
ferentes según la modalidad de vi­
vienda de que -;e trate. 

Ante todo, debe tenerse en cuen­
la que por el Ministerio de Obras 
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Públicas y Urbanismo se establecen 
anualmente unos módulos diferen­
tes para estas viviendas y que las 
/Onas geográficas son también dis­
tintas que las establecidas para las 
viviendas de protección oficial pos­
tcri ores al Real Decreto-Ley 13/78 
de 31 de octubre antes citado. 

En segundas y posteriores trans­
misiones, los módulos que anual­
mente señala el Ministerio de Obras 
Publicas y Urbanismo sirven de re­
ferencia para determinar el incre­
mento porcentual experimentado 
entre estos y los que en su día fue­
ron aplicados a las viviendas de que 
se trate, ya que la cuarta parte del 
porcentaje de aumento producido 
entre ambos módulos es el incre­
mento del precio de venta müximo 
que figura en la Cédula de Califi­
cación Definitiva de la vivienda. 

Una excepción a este procedi­
miento de fijación del precio máxi­
mo de venta lo constituyen las de­
nominadas viviendas sociales, ré­
gimen de protección ya derogado. 
En este régimen, los precios se de­
terminaban en función del progra­
ma fami liar o número de miembros 
para el que fuern destinada la vi­
vienda. Para estas viviendas, el Mi­
nisterio de Obras Públicas y Urba­
nismo determina todos los años y 
con periodicidad trimestral los pre­
cios ele venta de cada tipo de vi­
vienda aplicable para segundas y 
posteriores transmisiones. 

Duración de los distintos 
regímenes de protección 

Cada uno de los diferentes regí­
menes de protección a la vivienda 
ha establecido una duración distin­
ta del mismo. 

Durante este tiempo, las vivien­
das continúan sujetas a las limita­
ciones establecidas en cada régimen 
legal de protección. Así, únicamente 
podr<i destinarse a domicilio habi­
tual y permanente y no pueden ser 
arrendadas ni vendidas a precios 
superiores a los máximos fijados 
administrativamente. 

De acuerdo con la legislación 
respectiva. el pla7o de duración del 



sometimiento al régimen de protec­
ción. siempre a contar desde la fe­
cha de la Ca lificación Definitiva de 
las vívíendas, es el siguiente: 

• Viviendas de renta limitada 
grupos 1 y 11 y subvencionadas: 20 
años. (Estas viviendas son casi to­
das anteriores a 1 año 1968 por Jo 
que ya habrá terminado en la ma­
yoría de los casos su régimen de 
protección.) 

• Viviendas de Protección Ofi­
cial grupo J y 11 y subvencionadas 
promovidas al amparo del Regla­
mento de Viviendas de Protección 
Oficial de 24 de julio de 1968: 50 
años. 

• Viviendas de Protección Ori­
cial acogidas al Real Decreto-Ley 
31 / 1978 de 31 de octubre: 30 años. 

• Viviendas sociales: 25 años. 

• Viviendas acogidas al régimen 
de rehabilitación del Real Decreto 
2329/ 1983, de 28 de julio: 15 años. 

Descalificación de Viviendas 
de Protección Oficial 

Antes de que transcurra el pe­
riodo de duración del régimen legal 
de protección que en cada caso sea 
aplicable, dicho régimen puede ex­
tinguirse por descalificación de la 
vivienda. 

La descalilicación puede ser a 
petición del interesado o impuesta 
por la Administración como san­
ción por la comisión de infracciones 
a las normas que regulan el régimen 
de Viviendas de Protección Oficial 
(por ejemplo, no ocupación de Ja 
vivienda. modificación de su super­
ficie, etc.). 

Las consecuencias en uno y otro 
caso son distintas. 

La descalificación voluntaria re­
quiere el previo reintegro de la to­
talidad de los préstamos y subven­
ciones percibidas para Ja adquisi­
ción de la vivienda, con sus intere­
ses legales, así como de la s exencio­
nes y bonificaciones tributarias en 

su día disfrutadas. con excepción de 
las cuotas bonificadas de la antigua 
Contribución Territorial Urbana. 
en Ja actualidad Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles. 

Creemos que es le beneficio se 
mantiene respecto a las cuotas boni­
ficadas del Impuesto sobre Bienes 
1 nmuebles al tratarse de Viviendas 
de Protección Oficial por el juego 
de la Disposición Transitoria segun­
da, punto 2 de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales de 28 de 
diciembre de 1988. 

Por el contrario, cuando se trate 
Je descalificación-sanción, adenitis 
de los reintegros antes citados, de­
ben también devolverse el importe 
de la bonificación disfrutada de la 
Contribución Territorial Urbana no 
prescrita, o del Impuesto sobre 
Bienes 1 nmueblcs. más los intereses 
legales correspondientes. 

Competencias en materia 
de vivienda 

La totalidad de Jos Estatutos de 
Autonomía de las Comunidades 
Autónomas atribuyen a las mismas 
competencia exclusiva en materia de 
vivienda. 

El contenido de esta competen­
cia exclusiva ho sido objeto de de­
limitación por el Tribunal Consti­
tucional en su Sentencia 152/ 1988, 
de 20 de julio y así, la exclusividad 
de Ja competencia de las Comuni­
dades Autónomas no impide al Es­
tado el establecimiento de un marco 
jurídico en el cual se establezcan un 
conjunto de medidas de fomento y 
ayuda a la promoción y adquisición 
de viviendas, con cargo a recursos 
públicos estatales. En estos casos. la 
normativa reguladora de la protec­
ción oficial a Ja vivienda la fija el 
Estado, al ser recursos estatales los 
destinados a estas actuaciones. 

La competencia del Estado para 
el establecimiento de programac; de 
protección a la vivienda se funda­
menta en sus competencias exclu­
sivas en materia de bases y coordi­
nación de Ja planificación general 
de la economía (articulo 149.1.13 
CE) y en materia de bases de orde-
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nación del crédito (artículo 149.1. 11 
CE). 

Ahorn bien, esta competencia 
estatal en materia de vivienda no 
impide a las Comunidades Autó­
nomas la posibilidad de establecer 
sus propios marcos jurídicos de pro­
tección, con cargo a sus propios re­
cursos pres u puesta rios. 

En consecuencia. se da en esta 
materia un sistema mixto de protec­
ción pli bl ica de actuaciones que 
pueden concretarse en: 

• La posibilidad constitucional 
de una programación estatal a nivel 
nacional de actuaciones protegibles 
en materia de vivienda, de conteni­
dos mínimos comunes y financiada 
con fondos presupuestarios y recur­
sos linancicros del Estado y gestio­
nada por las Comunidades Autó­
nomas. 

• La posibilidad de una pro­
gramación de cada Comunidad Au­
tónoma, en atención a los proble­
mas peculiares de su territorio, con 
ayudas a este sector rnmplementa­
rias o inC'Ompatihles con las esrnta­
les, pero siempre financiadas con 
fondos económicos y financieros 
propios de cada Autonomía. 

En Lodo caso, lo que debe tener­
se presente es que las competencias 
ejecutivas de los distintos regímenes 
estatales de protección a la vivienda 
corre!iponden siempre a las Comu­
nidades Autónomas. por lo q ue la 
gestión de todas las actuaciones 
protegibles. ya sean consecuencia de 
un régimen legal estatal o autonó­
mico. es materia propia de las 
mismas. 

Por ello, Ja certi{icación sobre 
precio máximo de venta de Vivien­
das de Protección Oficial fijado ad­
ministrativamente y duración del 
régimen de protección de las mis­
mas a que se refiere la norma 14 de 
la Orden M inisteria l de 28 de di­
ciembre de 1989, debe ser extendida 
por los órganos competentes en 
materia de vivienda de las respec­
tivas Comunidades Autónomas. 
cualquiera que hubiese sido el régi­
men de protección al amparo del 
cual se hubiesen promovido. 
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